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3.1.2.5.2. Intervención del 
Ente Público de Protección de 
Menores

...

En este ámbito destacan las quejas de madres y padres de menores cuya tutela ha sido asumida por la Junta de 
Andalucía tras ser declarados en situación de desamparo y que se sienten impotentes ante lo que consideran 
una injusta actuación de la Administración autonómica, siendo así que en los casos en que se presentan recursos 
judiciales contra tales actuaciones, en una gran mayoría de las ocasiones, las medidas de protección son confirmadas 
mediante resoluciones judiciales en primera instancia y posteriormente en apelación, por considerar los órganos judiciales 
que se encuentran suficientemente justificadas y son proporcionadas al fin pretendido que no es otro que garantizar 
el bienestar e interés superior de la persona menor de edad.

Pero aún así, hemos de reseñar que se trata de una controversia que no siempre tiene contornos claros y precisos, 
sujeta a diferentes interpretaciones, y en la que inciden muchos condicionantes.

Analicemos algunos supuestos. Comenzamos por la queja de una madre que solicitaba nuestra intervención porque 
llevaba más de cuatro meses sin su hijo desde que les fue retirado por Protección de Menores de Málaga. Alegaba que 
no existía ningún motivo que justificase tan drástica intervención y pedía que le fuese devuelta la guarda y custodia 
del menor. 

La pobreza nunca puede desembocar en el desamparo pero, en muchas ocasiones, esta decisión se 
adopta respecto de familias en precaria situación económica

En relación con este caso recibimos un extenso informe de la Entidad pública en el que se relataban los motivos que 
justificaban las medidas de protección acordadas, las cuales resultaban congruentes y proporcionadas con las decisiones 
adoptadas. También se indicaba que tras comparecer el abogado de la familia se le dio acceso al expediente completo, 
habiéndose también resuelto conceder un régimen de visitas al menor y estando pendiente la decisión de la Comisión 
de Medidas de Protección sobre la ratificación y rectificación del desamparo provisional (queja 24/2036).

Suele ser frecuente asimismo que recibamos quejas de progenitores que nos piden la revocación del desamparo tras 
haber mejorado sus circunstancias, como en la queja del Sindic de Greuges de la Comunidad Valenciana. Se trataba 
de una madre adolescente y su hija, declaradas en desamparo e internadas en un centro de protección de menores de 
la Junta de Andalucía en Jaén. Las menores abandonaron dicho centro para irse a vivir a una localidad de la comunidad 
valenciana junto con su familia extensa, motivo por el que se encontraba en trámite el traslado de las competencias del 
expediente de protección desde la Comunidad Autónoma de Andalucía a la valenciana, para lo cual se había solicitado 
la emisión de un informe sobre las circunstancias sociales y familiares de las menores al ayuntamiento correspondiente.

El informe emitido por los servicios sociales municipales era favorable a la permanencia de las menores junto con su 
familia extensa, prosiguiendo de este modo la intervención social que se venía realizando, por lo que se consideraba 
conveniente la revocación de la medida de desamparo acordada por la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juven-
tud, Familias e Igualdad de Jaén (queja 23/1915).

Por otro lado, destacamos la intervención promovida por una madre que relataba la injusticia que se había cometido con 
el proceso de retirada de la custodia de sus dos hijos. Se lamentaba de no haber recibido ninguna información previa a 
la retirada de uno de los menores; de que le hubieran notificado la resolución de desamparo cuando este hijo llevaba 
tiempo ingresado en un centro de protección; y, muy especialmente, se quejaba de que permaneciese fugado del centro 
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y conviviendo con su padre, de quien se tuvo que separar al ser víctima de violencia de género e influir negativamente 
en sus hijos, a los que introdujo en el consumo de drogas.

Achacaba los motivos del desamparo a esta persona, padre de uno de sus dos hijos, y consideraba que su conducta como 
madre había sido diligente en su cuidado, protegiéndolos de la influencia de esta persona en todo cuanto le fue posible.

En el informe que recibimos procedente de la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en 
Sevilla se indicaba que el ingreso de este menor en el centro se produjo a instancias de la Fiscalía, lo cual requirió de una 
intervención urgente en protección del menor. Fuimos informados además de que en esos momentos se encontraba 
en trámite el procedimiento de desamparo incoado respecto de ambos hermanos, estando pendiente una cita con la 
madre para que pudiera aportar alegaciones y ser informada de los derechos que le asisten en dicho procedimiento.

Más adelante, tras dejar transcurrir un período de tiempo prudencial, volvimos a contactar con la Delegación Territo-
rial para recabar información sobre la evolución del caso, en especial sobre el resultado del expediente de desamparo 
incoado sobre ambos menores y su estado. A tales efectos pudimos conocer que tras la resolución declarativa de la 
situación de desamparo se acordó el ingreso de uno de los hermanos en un centro residencial específico para menores 
con trastorno de conducta.

Respecto al otro hijo, tras valorar su situación conforme al instrumento de Valoración de la Gravedad de riesgo, des-
protección y desamparo (Valórame), el equipo de menores interviniente consideró que se encontraba en situación 
de desprotección grave. Aún así se estimó que dicha situación podía ser contrarrestada en el entorno familiar, siendo 
necesaria una intervención social en su propio entorno, por lo que se derivó el caso al correspondiente equipo de trata-
miento familiar. Sin embargo, la respuesta de dicho equipo fue en sentido negativo, emitiendo acta de no aceptación 
del caso debido a los múltiples factores de riesgo asociados a los progenitores y que no habían variado a lo largo de las 
intervenciones realizadas por los distintos equipos que intervinieron con la unidad familiar en años anteriores.

Ante esta disparidad de criterios hubimos de remitir una comunicación a la Delegación Territorial en la que resaltamos 
los indicios, suficientemente acreditados, de desprotección del menor, que se habría de dar respuesta congruente similar 
a la adoptada con su hermano, primando su seguridad y protección, adoptando de forma urgente decisiones que ga-
rantizaran sus necesidades básicas, así como su integridad física y seguridad personal, por lo que tuvimos que reprochar 
que hubieran transcurrido más de diez meses desde que expusimos al inicio del expediente de queja la situación de 
riesgo de los menores sin que respecto de esta persona menor de edad se hubiera llegado a adoptar ninguna medida de 
protección que la alejase de la situación de grave riesgo en que se encontraba, permaneciendo aún en dicha situación.

Con estos antecedentes, formulamos una Recomendación para que se revisen las actuaciones realizadas en el expediente 
de protección del menor y, en congruencia, se adopten con urgencia las medidas de protección que fueran necesarias 
para solventar los indicadores de riesgo grave que le afectan (Queja 23/1334).

https://defensordelmenordeandalucia.es/supervisan-las-medidas-de-proteccion-adoptadas-por-el-ente-publico-sobre-dos-hermanos-en-situacion
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